Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 40 minutos) 


La Comisión de Defensa Nacional tiene el gusto de recibir a los representantes de la Asociación de Funcionarios de Aeronáutica 
Civil para tratar los asuntos vinculados con temas aeroportuarios, Rendición de Cuentas y concesión de la Terminal Carrasco. 


SEÑOR FILIPPI.- Para comenzar, queremos hacer una breve introducción sobre la situación económica de la DGIA de los últimos 
años. 


La DGIA, DINACIA a partir de 2002, autofinancia todos sus gastos e, inclusive, transfiere algunas sumas a otros organismos del 
Estado, lo cual detallaremos más adelante. 


Desde el primer intento de concesión nosotros afirmamos que no era un buen negocio para el país. Durante la consideración de la 
Ley de Reforma del Estado sostuvimos, también, que esta normativa incluye una concesión encubierta con una venta mediante el 
traspaso a la Corporación Nacional para el Desarrollo; esta fue la forma jurídica que se le dio para conceder el Aeropuerto. 


Ciertas dudas que tenemos planteadas motivan nuestro pedido de audiencia. En los últimos días, a pedido de algunas empresas 
interesadas en el negocio, se modificaron las exigencias. Uno de los puntos importantes es que en el decreto se dice que el monto 
de la suma será destinado a financiar parte del negocio de la Megaconcesión, que nada tiene que ver con la aeronáutica. En otro 
de los puntos, se dice que se prorroga el plazo de iniciación de ciertas obras. Todo esto, basado en la situación económica de la 
región y en que ahora la aeronáutica no es un buen negocio. Por su parte, las empresas solicitan que se cambie lo que estaba 
estipulado desde 1991. Dicho de otro modo, si yo soy comprador y no me interesa el negocio, pido que se rebaje para este sea 
más interesante. Ante esto, nosotros seguimos sosteniendo que es un mal negocio para el país. Esto es lo que queríamos destacar 
con relación a lo que se llevó a cabo el 25, me refiero a la modificación que se concretó a pedido de las empresas. 


Como dije antes, la DGIA se autofinancia. A este respecto, podemos decir que en el año 1998 la recaudación fue de U$S 
32:649.000; en el año 1999 fue de U$S 31:941.000; en el año 2000 fue de U$S 32:167.000; en el 2001, comenzó a bajar y fue de 
U$S 28:117.000 y en el año 2002 fue de U$S 26:434.000. 


Si tomamos la tasa de $28 por dólar, tenemos que en el año 2002 se gastó U$S 5:000.000 por concepto de sueldos, mientras que 
por transferencias a otros organismos del Estado -que luego detallaremos- U$S 3:800.000, lo cual representa U$S 8:800.000. 
Ahora bien, haciendo algún redondeo se podría decir que entre sueldos y transferencias se podría gastar U$S 10:000.000 y que 
quedarían U$S 16:000.000 para funcionamiento e inversiones. 


Actualmente, estamos en condiciones de decir que con U$S 4:000.000 para funcionamiento, U$S 4:000.000 para inversiones, y 
atendiendo a todos los aeropuertos del país, se puede funcionar. De esta manera, quedaría un remanente de U$S 8:000.000 para 
financiar obras. Por este motivo, continuamos sosteniendo que se trata de un mal negocio y todavía lo es más porque hoy en día se 
está terminando la reforma y ampliación de una pista nueva en Carrasco, usando todas las ayudas modernas, que tiene un costo 
de U$S 21:000.000. A ello debemos agregar que todos los baños del edificio Terminal están hechos a nuevo. 


Entonces, ¿qué estamos haciendo? Estamos entregando al concesionario una pista que todavía no se ha inaugurado, que estará 
pronta para fines de junio y cuando él se haga cargo de las obras, en el mes de diciembre, va a estar recibiendo esa pista nueva y 
el edificio de la Terminal con los baños a nuevo, recuperados. En consecuencia, no entendemos por qué se le amplían los plazos. 


Con relación al monto del canon -que está vinculado con las transferencias- debo decir que el que va a comenzar a pagar el 
concesionario es de U$S 2:500.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo sabe usted que son U$S 2:500.000? 
SEÑOR FILIPPI.- Porque ya está fijado. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que el 25 de junio habrá un remate, entonces, ¿qué es lo que se va a rematar? 


SEÑOR FILIPPI.- Se remata el derecho a la concesión del aeropuerto. Se van a presentar cinco empresas y la que ofrezca más es 
la que se va a llevar el remate y luego va a pagar un canon anual de U$S 2:500.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora me queda más claro. ¿Entonces, el canon es extra precio? 


SEÑOR FILIPPI.- El canon no es fijo y podría tener un incremento si aumentara muchísimo una unidad de trabajo que está 
relacionada con la carga y los pasajeros. 


Nosotros decimos que estas transferencias que se hacen a otros organismos del Estado no se van a producir más, porque ¿quién 
se va a hacer cargo? Se supone que el organismo de la DGIA, que va a quedar reducido, va a tener una recaudación de U$S 
5:000.000, ya que conservará parte del tránsito aéreo y algún otro sector técnico. 


Entonces, lo que le va a quedar a la DGIA será para pagar los sueldos, y no se van a hacer más las transferencias a otros 
organismos estatales, mientras que el canon que va a pagar la empresa es, repito, de U$S 2:500.000. Los números no nos cierran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Esa recaudación a la que se refiere el señor Filippi es sólo del Aeropuerto de Carrasco o de la totalidad 
de los aeropuertos del país? 


SEÑOR FILIPPI.- El único que recauda es el de Carrasco. Lamentablemente, los otros aeropuertos no son negocio, pero son 
mantenidos porque cumplen un fin social. Otro aeropuerto internacional que tenemos es el de Punta del Este, pero fue 
concesionado a pesar de nuestra lucha en contra y no da un solo peso al Estado. Fue por esa razón que siempre tuvimos dudas al 
respecto y siempre peleamos contra esa concesión, aunque con relación a ella hay algunos términos por los que se puede 
entender que sí, que el Estado va a recaudar algo. Sin embargo, con los números que nosotros hemos dado a la Comisión, queda 
demostrado que no es así. Por otra parte, tenemos la experiencia de la concesión que hubo en el año 1991 en el Aeropuerto de 
Punta del Este, cuando más que concesionar se puede decir que se regaló una empresa para que se la usufructuara durante 25 
años, porque no paga un solo peso al Estado. 


Por otro lado, decimos que hace años que esto funciona así y que se han dado en concesión algunas actividades del aeropuerto de 
Carrasco como, por ejemplo, la terminal de cargas, los servicios a terceros, el free shop, los restoranes, la publicidad, los locales 
comerciales, el transporte por taxis de una empresa particular, y algún otro rubro que se me puede escapar. En este momento 
dichas empresas están todas sin contratos porque vencieron y no fueron renovados a la espera de esto. Además, sabemos lo que 
se recauda en los free shops, en la terminal de carga y en los servicios a terceros, que son las actividades más importantes y, en tal 
sentido, decimos que si hacemos una subasta solamente para esas concesiones, tal vez saquemos lo mismo que se va a obtener 
con esta subasta, perdiendo toda la recaudación. 


También sabemos -y ha circulado en la prensa- cuáles son las empresas que se van a presentar a la subasta, y debemos decir que 
nos despiertan dudas, porque una de ellas es Aeropuerto 2000, que en Argentina tiene en concesión como treinta aeropuertos y se 
le han hecho un montón de juicios porque no ha cumplido con los contratos y le debe al Estado. Por su parte, las otras aspirantes 
que se van a presentar son, en algunos casos, consorcios que se armaron en el Uruguay en base a empresas que si bien 
pertenecen al rubro comercial, no se mueven en la actividad aeronáutica. 


Estas son, en líneas generales, las interrogantes y las objeciones que nos ofrece la subasta que se ha planteado en vista de que 
llega el plazo del remate. 


Por su parte, tenemos los números documentados y podemos decir a quiénes se les hace la transferencia -que se supone que 
luego el concesionario no hará-: a la Fuerza Aérea, $24:500.000; al Ministerio de Turismo, $26:400.000; al Gobierno Central, 
$ 27:470.000; a Aviación Civil, $ 14:700.000; a Prensa del Interior, $ 13:000.000 y a la Dirección Nacional de Meteorología, $ 
2:000.000. Estos son datos del año 2002. Con estos números y con la recaudación que tenemos hoy -que se encuentra en baja, 
con una merma de casi un 20%- decimos que las obras que hacen falta en el Aeropuerto de Carrasco para seguir funcionando - 
máxime cuando tenemos una pista a punto de ser inaugurada- a pesar de las transferencias que he mencionado -tal vez algunas 
de ellas no deberían existir- pueden ser financiadas por el Estado en diez años. Sin embargo, la concesión es por veinte o 
veinticinco años, por lo que estamos perdiendo quince años de recaudación, siempre y cuando, además, se cumpla con las obras, 
con el canon y con todo lo que debe cumplir la empresa concesionaria. 


SEÑOR DI GIACOMO.- Otra de las cosas que surgen viendo los números es que tenemos un ingreso de U$S 26:000.000 y, entre 
lo que saque la parte aeronáutica y el canon, vamos a quedar con unos U$S 7:500.000. Además, tenemos unos U$S 6:000.000 de 
sueldos. En consecuencia, de una empresa que tiene superávit vamos a pasar a otra deficitaria y por ello creemos firmemente que 
va a haber funcionarios que se declaren excedentarios. Es evidente que luego de que se remate parte del edificio, no se justificará 
tener tantos funcionarios y, en base a esos números, como quedamos en déficit, es obvio, reitero, que va a haber excedentarios. En 
tal sentido, queremos impulsar un proyecto de ley en la Rendición de Cuentas que considere la jubilación anticipada para los 
funcionarios, cosa que existe en todos los aeropuertos del mundo por la causal de trabajo insalubre. En base a estos datos, y como 
últimamente vemos que el Gobierno quiere bajar la carga de funcionarios públicos declarando a algunos como excedentarios -con 
lo que paga la mitad de los salarios- hemos pensado en esta fórmula por la que se gasta, precisamente, la mitad de lo que se 
destinaba a sueldos, pero con el funcionario jubilado. 


Repito que se trata de una ley que hace diez años venimos impulsando y que no ha podido ser aprobada, pero sería una solución 
hasta para el propio Estado, que pagaría la mitad de lo que está abonando ahora a funcionarios en actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Sobre el proyecto de ley, el único comentario que por ahora deseo hacerles es que el Poder Legislativo en 
esa materia específica no tiene iniciativa; la tiene el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR KORZENIAK.- Hace unos seis años conocí la idea a que se ha hecho referencia. Inclusive, me llegó una carpeta -que creo 
se distribuyó en el Parlamento- en la que se recopilaban normas de otros países en esta materia. Yo la completé con un servicio 
que hay en el Poder Legislativo de Derecho Comparado. 


Ahora bien, el tema -no es un consejo, pero sí una consideración jurídica que ustedes deberían tener en cuenta- es que en su 
artículo 86, la Constitución establece que el Poder Ejecutivo es el único que puede presentar proyectos en lo que tiene que ver con 
cómputos jubilatorios. Por lo tanto, aunque aquí hubiera voluntad, se podría presentar, pero la objeción es clarísima. 


De modo que me parece muy bien que se interese a los Legisladores en el tema, pero desde el punto de vista práctico, repito, si no 
viene el Mensaje del Poder Ejecutivo, el Parlamento no puede aprobar un proyecto de ley de esa naturaleza. Claro, ustedes han 
hablado de la Rendición de Cuentas y ésta viene del Poder Ejecutivo. 


Recuerdo ese hecho de una carpeta que me había llamado la atención, en la que, si no me falla la memoria, figuran edades 
jubilatorias específicas para la gente que se dedica a estas actividades, que no son las comunes. 


Simplemente, quería hacer este comentario que coincide con el que formuló el señor Presidente. 


SEÑOR FILIPPI.- Quería decir, para terminar, que esto no es nuevo para nosotros. Desde el año 1991 ó 1992 estamos impulsando 
una reforma en la gestión de la aeronáutica del país. Tal vez seamos un poco críticos, pero los que hace más de veinticinco años 
que estamos trabajando en el Aeropuerto de Carrasco, sabemos que de parte del Estado no ha habido una política aeronáutica en 
todos estos años. Simplemente ha marchado a impulsos del Director de turno o del Comandante en Jefe. Como ustedes saben, la 
DGÍIA está en la órbita del Ministerio de Defensa Nacional y sus Directores son Coroneles o Brigadieres de la Fuerza Aérea. 


Decía que desde esa época estamos luchando para cambiar la gestión y para que se cree una persona pública no estatal o un 
servicio descentralizado. Hemos dicho que esto es un mal negocio, que nos parece inviable, aunque sí lo creemos viable desde el 
punto de vista económico para el Estado, pero no con la gestión que se ha llevado adelante hasta ahora. Para cambiar esto, 
también hay que modificar las estructuras de fondo, crear una empresa pública no estatal o un servicio descentralizado -no sé cuál 
será la mejor solución- pero no como está funcionando hasta el momento el organismo, porque está demostrado que no hay una 
política a mediano ni a corto plazo, y menos aún a largo plazo. Año tras año, todo han sido parches, según la iniciativa que tenga el 
Director de turno y, como se trata de destinos militares, éste es cambiado cada dos o tres años. La política aeronáutica del país no 
puede estar sujeta a la iniciativa de una persona, por mejor intencionada que esté. 


Por otro lado, queremos referirnos al famoso artículo 511, que permitía la participación de los funcionarios en la recaudación -que 
fue muy criticado por eso y no por otros contenidos- y fijaba la ecuación económica del organismo. Concretamente, destinaba el 
33% a sueldos, el 35% a inversiones, el 19% a funcionamiento y el resto a transferencias. Hicimos los números relativos a 
inversiones desde el año 1992 a 2001, que fue hasta cuando estuvo vigente ese artículo, y el resultado es que se tendrían que 
haber invertido más de U$S 90:000.000. 


Es decir que podríamos haber hecho un aeropuerto y medio, pero por no haber a corto o mediano plazo una política de Estado, no 
se hizo nada; se hizo después de que fracasó el intento de concesión -que, creo, fue hace dos años- cuando hubo una intervención 
del Ministerio de Transporte que, si bien no sabemos exactamente cómo fue, había U$S 25:000.000 ahorrados que se utilizaron 
para hacer esta pista. Ahora, que está terminada, la volvemos a dar en concesión. 


Es cuanto tenía para manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez que tengamos la versión taquigráfica, además de distribuirla como corresponde entre todos los 
miembros de la Comisión, la vamos a hacer llegar a los Ministros de Defensa Nacional y de Transporte y Obras Públicas, para tener 
un marco de información que nos permita algún intercambio de ideas. 


Agradezco la visita de nuestros invitados y la información que nos brindaron. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 2 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


